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Origen y Evolución
              La noción del derecho constitucional puede variar conforme al énfasis puesto por el autor en determinados aspectos de su contenido u objeto.  Así para algunos autores, el Derecho Constitucional será la técnica de la libertad, de la autoridad o una conciliación entre ambas.

Pero a pesar de las diferencias existentes respecto a esta área del derecho, la coincidencia doctrinaria es evidente al señalar que el derecho constitucional es una rama del derecho público interno, compuesto por un conjunto de principios y normas fundamentales que rigen el Estado en su relación con la comunidad, definiendo los derechos y garantías otorgadas a las personas dentro de la comunidad estatal y la organización del poder público, estableciendo su estructura, su competencia, el acceso al poder, y sus limitaciones.

De esta forma, los elementos comprensivos de la noción del derecho constitucional son: 1) Su ubicación dentro del orden jurídico como una rama del derecho público interno, en razón de que regula la relación entre el Estado y las personas dentro de la comunidad, y establece las reglas de su organización. 2) Es un conjunto de principios y normas fundamentales que irradian por todo el orden jurídico interno, sirviendo como fuente de validez a las mismas. 3) Su objeto consiste en situar al hombre dentro de la estructura social, consagrando los derechos y garantías para su desarrollo en la sociedad y establecer la estructura, la competencia y las limitaciones al poder estatal.

 
El objeto del derecho constitucional, configura el contenido de la misma, y conforme a ella, es posible señalar que el derecho constitucional tiene como objeto la consideración del conjunto de principios, normas jurídicas y consuetudinarias que:
· Delimitan la relación de las personas dentro de una sociedad estatal, por medio de los derechos y garantías consagradas en las normativa jurídica;

· Determinan la estructura organizada del Poder Público, estableciendo las modalidades de acceso al ejercicio del poder público, y las competencias de los órganos públicos.
El objeto de nuestra disciplina se sintetiza en los términos de Andre Houriu, en “el encuadramiento de los fenómenos políticos”
 y establece el catálogo de los derechos de las personas reconocidos en el ordenamiento jurídico de un Estado.

Es dable señalar, el avance que ha tenido en la actualidad una disciplina conocida como “derecho procesal constitucional”, y en especial disciplina que ha ganado cierta autonomía, por la que existen cursos de post grado en la Colombia y en la Argentina, actualmente.
El derecho procesal constitucional, está orientada al estudio en particular de las acciones que tienen los particulares para la defensa de los derechos constitucionales, como las acciones emergentes de las garantías constitucionales: Control de Constitucionalidad, el Amparo, el Hábeas Corpus y el Hábeas Data.

Esta disciplina del derecho constitucional tiene una importante desarrollo, especialmente en América Latina, a través de estudios realizados por autores como: Eduardo Andrés Velandia Canosa y Rene Moreno, de Colombia; Domingo García Bealunde, del Perú; Néstor Pedro Sagües y Osvaldo A. Gozaíni, de la Argentina, y entre otros autores de México y Venezuela, quienes han incorporado en sus obras el concepto del Derecho Procesal Constitucional al desarrollar las garantías constitucionales específicas referidas precedentemente. Asimismo, se pueden citar las obras de José Alfredo de Oliveira Baracho (Brasil), Rubén Hérnandez Valle (Costa Rica) y Jesús González Pérez (España).
En la Argentina, la Universidad de Belgrano, inauguró en 1982 un curso de especialización (post grado) en derecho procesal constitucional, bajo la dirección de Néstor Pedro Sagúes.
Igualmente, otra disciplina de gran importancia es la disciplina de Derecho Ambiental Constitucional, que estudia la problemática del derecho constitucional. Se puede considerar como una obra orientada en esta tendencia, la de José Alfonso Da Silva (Brasil) publicada por Malheiros Editores en el año 1994.

Y por último, el derecho constitucional económico, que consiste en el análisis sistemático económico en las constituciones, cuyo desarrollo en los países de América Latina resulta de singular importancia.  A modo de ejemplo se pueden citar los libros publicados por Alberto R. Dalla Via y Germán J. Birdart Campos, en la Argentina, y los libros de Ivo Dantas y Eros Roberto Grau del Brasil.

1.1 Noción de la Constitución.

               Antes de formular un concepto jurídico de Constitución, es preciso delimitar el alcance del término.  El término constitución, en su sentido general y extensivo, designa la esencia y las calidades de algo o de alguien, diferenciándola de las demás especies. En síntesis, la Constitución designa a la Ley primera, fundamental, y suprema de la organización política.
Evolución Histórica en el Paraguay

                  2. 1 Etapa Colonial: La Provincia del Paraguay en la etapa colonial estuvo regida por una serie de Códigos y Recopilaciones dictadas por la Metrópolis Española, de manera que hacia el final de esta etapa de ordenamiento jurídico positivo de la colonia estuvo integrado, en orden de prelación, por:

a) Recopilación de Indias, 1890, como norma suprema;


b) Cédulas, Providencias, Ordenanzas del Rey; 


c) Leyes del Reino de Castilla, conformada por la recopilación de las Leyes de Toro de 1505, en este orden: 1) Ordenamientos y pragmáticas reales, 2) Leyes de fueros (fuero Juzgado, Fuero Real y Fueros Municipales), 3) Leyes de Partidas.


No es posible dejar este periodo colonial sin hacer referencia a la Real Cédula de Setiembre de 1537, por la cual se otorgó a los pobladores de Asunción la facultad de llenar acefalias de poder con su propia decisión.


Es el primer atisbo de participación popular por cuyo perfeccionamiento lucharan y procuraran muchas generaciones de paraguayos.


2.2. Etapa Independiente.


2.2.1 Antecedentes.


El Paraguay se independiza de España en la gesta libertadora del 14 y 15 de mayo de 1811, e inicia su vida independiente con la conformación de un nuevo gobierno tras la renuncia del Gobernador español Don Pedro de Velazco.


Las instituciones políticas de más trascendencia en el Paraguay Independiente lo constituyen los Cabildos y los Congresos, configurándose como canales de participación ciudadana en la vida política nacional.


Los Cabildos constituían los órganos administrativos y políticos de las ciudades durante la colonia, y eran las principales vías de participación popular en la organización de la ciudad.


Los Congresos Generales tuvieron su origen en los Cabildos Abiertos o Junta General de Vecinos, que se convocaban en la época española, cada vez que debían tratarse asuntos de importancia.


Después, de aprobada la Constitución de 1844, se conservó esta institución que debía reunirse constitucionalmente cada cinco años, bajo la presidencia de Carlos A. López, se reunieron Congresos Generales con carácter originario en 1849, 1854 y 1857, y con carácter extraordinario en 1856 y 1867.


El Congreso de 1813 fue convocado con la finalidad de responder a la propuesta enviado de Buenos Aires, Don Nicolás de Herrera, quien llegaba a Asunción con el propósito de conseguir la designación de un representante del Paraguay en la Asamblea General convocada en la capital porteña; así como para conseguir la renovación del tratado del 12 de octubre de 1811, o el ajuste de un nuevo pacto sobre la base de la disminución de aranceles a los productos paraguayos, a cambio de un continente de soldados.


Este Congreso reunido el 30 de setiembre de 1813 que además promulgó el Reglamento de Gobierno, se llevó a cabo en el Templo de la Merced y estuvo compuesto por 100 diputados elegidos en comicios libres, con participación de todos los naturales de las provincias, con derecho a sufragar los solteros desde los 23 años y los casados sin límite de edad y con la sola exclusión de los procesados por delitos graves que merezcan pena de infamia.


2.3 Reglamento de Gobierno de 1813.

Este documento jurídico político fue divulgado en forma de testimonio de las deliberaciones del Congreso Supremo, y comprendía 17 artículos. El primero se refería a la decisión de no enviar a Diputados a la Asamblea formada en Buenos Aires, y desde el artículo segundo reglamentado el gobierno.


El análisis de su contenido se efectúa siguiendo la temática actual de división de las Constituciones en sus partes dogmáticas y orgánicas, de modo a facilitar su análisis comparativo.

· Contenido Dogmático: Este documento tiene un carácter eminentemente orgánico, lo cual surge de su propia denominación, se puede advertir en sus disposiciones algunas de contenido dogmático, tales como las declaraciones siguientes:

a) Forma de gobierno consular (art. 2).

b) La denominación de República del Paraguay (art. 2).

c) Uso de la divisa de dignidad consular representada por un sombrero orlado de una franja azul con la escarapela tricolor. (art. 2).

d) Denominación de Cónsules de turno a quien ejercía la titularidad (art. 5).

e) Lugar de audiencia o despacho de los Cónsules (art. 10).

f) Derechos: al sufragio por el método –comicios libres de los naturales, desde los 23 años para los solteros y sin limitaciones para los casados- y numero de sufragantes del presente congreso (art. 15).

· Contenido orgánico: 
Poder Ejecutivo: Representados por dos Cónsules de la República, con competencia en:

1) Materias de organización militar (arts. 6,7,8 y 9).
2) Administración general del gobierno (art. 12).

3) Facultades judiciales (art. 12).

4) Facultades de convocatoria del congreso en caso de acefalia (art. 15)

              Poder Legislativo: Representado por un Congreso General que se reuniría anualmente con una composición de 1000 sufragantes, elegidos en comicios libres (art. 14 y 15) con competencia para tratar lo que fuera conducente para la felicidad general, mejorar su gobierno y a ocurrir cualquier abuso (facultad de control art. 15).


Poder Judicial: Se habilita la creación de un Tribunal Superior de Recursos, que deberá conocer y juzgar en última instancia conforme a las leyes, según la naturaleza de los casos y juicio que se dejasen a su conocimiento (art. 12). De esta disposición se desprende que la primera instancia corresponde a los Cónsules.


2.4. La Constitución de 1844.

2.4.1 Antecedentes Históricos. 


El 7 de septiembre de 1840 fallece el dictador Francia, con la cual se produce la acefalia en el gobierno del Estado paraguayo, circunstancia que obligó su reorganización.


En el Congreso General de 1841 convocado a los efectos de la reorganización de la vida institucional del Estado Paraguayo se restablece el gobierno consular, presidido por Mariano Roque Alonso y Don Carlos A. López.


Al año siguiente, en el Congreso General de 1842, se ratifica solemnemente la Independencia Nacional y se promulga el Estatuto Provisorio de Justicia.  En 1844, los Cónsules convocaron de nuevo el Congreso General, con un número de 300 diputados, elegidos al igual que en el Congreso de 1842 entre los propietarios, de capacidad, honorables y de buenos sentimientos.

El Congreso General se reúne por escasos dos días, entre el 14 y 15 de marzo de 1844 y en su apertura Carlos A. López dirigió un mensaje, en el que luego de pasar revista a las realizaciones en tiempos del consulados, indicaba “…Es tiempo ya de dar a la República una base permanente de gobierno”, es decir, una Constitución y presentó un proyecto de Ley que “Establece la Administración  Política de la República del Paraguay” redactada por él mismo, con la colaboración de Juan B. Gill, Secretario General del Gobierno. Aunque de nuevo en el Congreso se levantaron voces propugnando una Constitución liberal, de inspiración norteamericana, triunfo el proyecto oficial y el Congreso, por aclamación general nombró al ciudadano Carlos A. López, como Presidente de la República del Paraguay. El Congreso se disolvió tras haber aprobado estos acuerdos.


Sistemática del Texto Constitucional: Se dividía en diez capítulos con artículos numerados sólo por capítulos respectivos que se referían a los siguientes temas:

a) Capítulo I: De la Administración General (4 arts.)

b) Capítulo II: Del Congreso o Legislatura Nacional (10 arts.)

c) Capítulo III: De las atribuciones del Congreso Nacional (12 arts.)

d) Capítulo IV: Del Poder Ejecutivo Permanente (9 arts.)

e) Capítulo V: De la elección del Presidente de la República (5 arts.)

f) Capítulo VI: Distintivos del Presidente de la República (4 arts.)

g) Capítulo VII: De las atribuciones del Presidente de la República ( 30 arts.)

h) Capítulo IX: Del Consejo del Estado (12 arts.)

i) Capítulo X: Ordenanzas Generales (13 arts.)

El texto de la Constitución contiene un total de 103 artículos, con numeración correlativa sólo por capítulos.

2.4.2. Contenido.

2.4.2.1 Contenido Dogmático.

Declaraciones:
a) Establece la clásica tripartición de las funciones del Estado en tres poderes (Legislativo, Ejecutivo y Judicial), en su capítulo I.

b) El gobierno nacional desempeñado por un solo ciudadano con la denominación de Excelentísimo Señor Presidente de la República del Paraguay (Art. 1, capítulo IV).

c) Distintivo presidencial (art. 1 y 2, cap. IV).

d) Ratificación de las leyes y decretos sancionados en el Congreso de 1842 (art. 11, cap. 10).

e) Prohibición de tráfico de esclavos o negros (art. 10, cap. 10).

Derechos:

a) Igualdad ante la Ley (art. 2, cap. X)

b) De peticionar a las autoridades (art. 3, cap. X)

c) Libre tránsito para salir del país (art. 4, cap. X)

d) Derecho a sufragar para los propietarios (art. 1, cap. II)

Deberes:


Reconocimiento y obediencia al Presidente de la República (art. 1, cap. X)


2.4.2.2 Contenido Orgánico:


Poder Legislativo:

a) Composición: Unicameral, compuesto por doscientos diputados (art. 1, cap. II).
b) Requisitos y forma de elección: ser ciudadano propietario de las mejores capacidades y patriotismo. En cuanto a la forma de elección, por el término utilizado de la “forma acostumbrada” debía ser en comicios libres de ciudadanos naturales desde los 23 años para los solteros y sin limitación de edad para los casados.
c) Sesiones: Las sesiones son convocadas cada cinco años. Su duración es determinada por acuerdo del mismo Congreso.

d) Atribuciones Generales:

· Función Legislativa (art. 2, cap. I; art. 1, cap. III)
· Políticas (arts. 2, 3 y 4, cap. III)

· Control (art. 6, cap. III)

e) Atribuciones específicos:

· Formar leyes y ordenanzas de cualquier naturaleza para regir la administración del país (art. 1, cap. III)

· Elegir al Presidente de la República (art. 2, cap. III)

· Declarar la guerra (art. 3, cap. III)

· Fijar el presupuesto de gastos (art. 5, cap. III)

· Recibir la rendición de cuentas (art. 7, cap. III)

Poder Ejecutivo:

a) Composición: Unipersonal (art. 1, cap. IV)
b) Requisitos y forma de elección: Ser ciudadano del fuero común, con 45 años de edad, capacidad, honradez, patriotismo conocido, suma conducta moral, con un capital de 8.000 pesos (art. 2, cap. IV)
c) Duración del mandato: 10 años (art. 4, cap. IV)

d) Forma de elección: Por el Congreso Nacional (art. 2, cap. III) por votación nominal (art. 1, cap. V)

e) Acefalia: 1) Definitiva: Lo sucede el Juez Superior de Apelaciones (art. 5, cap. IV), en calidad de Vicepresidente en forma interina mientras se proceda a las elecciones (art. 9, cap. IV). 2) Temporal: El presidente nombra al secretario que haya de actuar como Vicepresidente interino (art. 8, cap. IV)

f) Atribuciones Generales (cap. VII)
· Declarar el estado de excepción (art. 1)

· Administrativas (arts. 2, 3, 5, 11, 12, 13, 14, 21 y 23)

· Ejerce el patronato (arts. 16 y 17)

· Judiciales (art. 18, 20 y 29).

g) Atribuciones específicas (Capítulo VII)

· Facultad reglamentaria (art. 3)

· Convocar al Congreso (art. 4)

· Rendir cuenta al Congreso (art. 5)

· Convocar a elecciones de diputados (art. 6)

· Jefatura de las Fuerzas armadas (art. 7)

· Defender la seguridad del país (art. 8)

· Suscribir tratados de paz (art. 10)

· Designar y distribuir funciones (art. 13)

· Juez privativo en causas judiciales en los casos previstos en el Estatuto Provisorio de Justicia (art. 18)

· Indultar y Conmutar la pena capital (art. 20)

· Formar planes de educación publicada (art. 27)

· Conceder amnistía (art. 29)

h) Órganos dependientes del Poder Ejecutivo:

· Ministerios, crean los cargos de Ministros Secretarios en los departamentos de gobierno y Relaciones Exteriores (art. 1 y 4, cap. VIII)

· Crea el Consejo de Estado.

Poder Judicial

No contiene un capítulo dedicado a la organización del Poder Judicial, pero expresa que la facultad de aplicar las leyes reside en los jueces y tribunales establecidos por la Ley (art. 4, cap. I)
Aportes: Consagración del principio republicano como forma de gobierno: a) División clásica en tres funciones del Estado; b) Igualdad ante la Ley; c) Prohibición del tráfico de esclavos y negros; d) Estableció algunos derechos ciudadanos, como el de petición, locomoción y sufragio para los propietarios.

Reforma de la Constitución

El Congreso Extraordinario, compuesto por 100 diputados, reunidos en fecha 3 de noviembre de 1856, cambió dos artículos de la Constitución de 1844 (art. 1 y 5 de los títulos II y IV respectivamente). Se modificó esencialmente el número de diputados, las condiciones para ser electores, la edad del candidato a Presidente de la República, y la forma de designación del presidente para el caso de acefalia presidencial.
· Con la reforma de 1856, el número de diputados del Congreso queda reducido de 200 a 100 miembros. (art. 1)

· Los ciudadanos electores deben ser propietarios, gozar de buena fama, probidad y conocido patriotismo. (art. 2)

· La edad del candidato a la presidencia de la República se reduce a 30 años (art. 4).

· La designación del Presidente por el Poder Ejecutivo en pliego cerrado, en caso de ausencia. (art. 5)

La Constitución de 1870
3.1   Antecedentes Históricos 

El 5 de enero de 1869, las tropas aliadas ocuparon Asunción, aunque los restos del ejército paraguayo continuaron la guerra en el norte del país hasta el 1º de marzo del año siguiente, en que tras la muerte del Mariscal López en Cerro Corá, concluyó la resistencia.  La liquidación de la guerra creó difíciles problemas de orden internacional: la rivalidad entre Argentina y Brasil.

El Brasil envió a Asunción su primer diplomático, Paranhos, para apoyar la formación de un gobierno provisorio y el imperio, y que esa misión fuese cumplida por los paraguayos sobrevivientes y que ese gobierno firmarse los pactos de paz.

A fines de marzo de 1869, una comisión paraguaya marchó a Buenos Aires para impedir la constitución de un gobierno provisorio.   En esa ciudad se reunieron los plenipotenciarios de la Alianza y, después de largas discusiones, autorizaron su formación con la condición de que debían proceder de acuerdo con los aliados hasta la terminación de la guerra”.


3.2  Decisiones del Gobierno Provisorio que sirven de antecedentes a la Constitución

El gobierno provisorio integrado por Cirilo Rivarola, Carlos Loizaga y José Díaz de Bedoya, emitió tres documentos que sirven de antecedentes inmediatos a la Constitución.
· Manifiesto de septiembre de 1869.

· Decreto de enero de 1870.

· Convocatoria a la Convención Nacional Constituyente del 1º de abril de 1870, que establece además el Estatuto Provisorio Electoral que regirá las elecciones de convencionales.

El Manifiesto, según Justo José Prieto, “es la primera gran expresión del liberalismo que pueda hallarse desde los ya lejanos días de 1811. Se lo sintetiza en los siguientes puntos:

a. Estamos en una nueva era que se presenta bajo la égida de los derechos del hombre y cortejada de todos los principios liberales que son patrimonio de las naciones más cultas.

b. Se debe reaccionar contra los errores principales del pasado, caracterizado por:

1. El cierre de los puertos a la inmigración;

2. La anulación del comercio exterior;

3. La destrucción de la familia;

4. La creación de un sistema de espionaje, la delación y el tormento; 

5. La relajación de la justicia y la religión; 

6. El afianzamiento de la esclavitud;

Las críticas al pasado expuestas en el Manifiesto serán trasuntadas en normas jurídicas por el Decreto de enero de 1870 y posteriormente en el texto constitucional.

El Decreto de enero de 1870 pone en vigencia en tanto se aprobara la nueva Constitución, los principios proclamados en el Manifiesto. Por alguna razón se supone que dichos principios fueron extraídos del frustrado proyecto presentado al Congreso de 1841 por Juan Bautista Rivarola. Estas disposiciones provisorias fueron las siguientes:
· Se garantiza la libertad, la propiedad y la seguridad de todos los habitantes;

· La expropiación deberá hacerse previa y justa indemnización;

· No habrá privilegios personales, salvo los ligados a los cargos por utilidad pública;

· Obligación de contribuir proporcionalmente;

· Obligación de las autoridades de dar cuenta de la recaudación;

· Irretroactividad de la ley;

· Igualdad ante la Ley;

· Irrestrictividad de las actividades privadas;

· Orden escrita de la autoridad competente para la prisión y condena;

· No transmisión de la pena de la persona del delincuente;

· Derecho a petición;

· Obligatoriedad del servicio militar; 

· Tolerancia de las creencias religiosas.

El Estatuto Electoral Provisorio, promulgado el 1º de abril de 1870 para regir las elecciones de convencionales, contemplada:

1. División electoral de la capital y compañías en secciones, así como el establecimiento de Juntas Electorales.

2. Inscripción previa en el Registro foliado para ejercer el derecho al voto a los mayores de 17 años, amplitud no alcanzada hasta el presente.

3. Periodo de tachas y reclamos y penalidades al fraude electoral.

4. Función de escrutación como carga pública.

5. Función de la mesa electoral como suprema autoridad de los comicios.

6. Escrutinio público.

3.3 Discusión del Proyecto Constitucional

a) Publicación del proyecto redactado por Juan José Decoud, en el periódico La Regeneración desde el 10 de octubre al 19 de noviembre de 1869.

b) Fundación de la Asociación Constitucional, el 22 de enero de 1870, con el objeto de intercambiar ideas en torno al proyecto Decoud.

3.3.1 Elección de los convencionales
El 3 de julio de 1870 se realizaron las elecciones de convencionales, acudiendo a ellas los dos primeros partidos políticos de nuestra historia: el Gran Club del Pueblo y el Club del Pueblo. Victorioso el primero, en sus representantes se sentaron en los escaños de la Convención junto a los perdedores, en grande e inédita expresión de pluralismo. Fueron electos 54 convencionales, 42 por mayoría y 12 por minoría.

3.3.2 La Convención Nacional Constituyente

La Convención, reunida en el piso superior del Cabildo, inició sus deliberaciones el 15 de agosto de 1870, con 41 convencionales presentes. Habían sido electos 54 convencionales, 42 por la mayoría y 12 por la minoría.  La mesa de la Convención estaba integrada por Federico G. Báez como presidente, por ser el de mayor edad, por José Segundo Decoud y Jaime Sosa, los más jóvenes.

La sesión inaugural tuvo lugar en presencia de los Generales en Jefe de las Fuerzas Aliadas, Julio de Vedia y José Antonio da Silva Guimaraes, como manifestación vigilante de las fuerzas de ocupación, esta presencia en nada impidió que se diera a luz el documento jurídico más independiente y libre que conoce nuestra historia.

La comisión redactora designada por la Convención Nacional Constituyente para elaborar un proyecto y presentarlo al plenario de deliberaciones tomó el proyecto de Decoud –integrante también de la citada comisión- como guía de trabajo. Tanto ella como la propia Convención casi en nada modificaron el original.
3.3.3 Las modificaciones del proyecto Decoud.
Entre los cambios de importancia se hallan los siguientes:

a) Al Estado laico del proyectista que prohíbe legislar establecimiento alguna religión oficial, la Convención se opone y aprueba la oficialidad de la Religión Católica Apostólica Romana.

b) Del artículo referente al estado de sitio fue eliminada la “supresión de las garantías constitucionales”, prevista para los casos en que el estado de excepción tuviera lugar.
c) Fue suprimido el art. 34 por ser considerado muy adelantado a la época. Decía: “Queda establecido el matrimonio civil como consecuencia de la libertad de cultos y una ley especial la reglamentará para su vigencia”.
El 18 de diciembre se discute el último artículo de la Constitución y se fijó el día 25 del mes para la jura de la misma. El Presidente Provisorio Cirilo Antonio Rivarola promulga la Constitución y manda que “en cada cabeza de departamento o villa las autoridades…presididas por el Juez de Paz y asociado con dos vecinos idóneos, proceda a la lectura en voz alta de la Constitución desde su artículo primero hasta el último por un hombre que pueda leer correctamente”.  Se declara feriado el 25 de noviembre “…mientras exista el Paraguaya como nación libre e independiente”.

La Constitución de 1870, según nuestro modesto entender es producto de su época y de su circunstancia: liberal en extremo, individualista al máximo, bicameralista, llena de desconfianza a los gobiernos fuertes, a las dictaduras, ignorando los problemas sociales.
3.3.4 Contenido de la Constitución

Esta Constitución contiene 129 artículos, estando dividida la parte dogmática en tres capítulos: 1) Declaraciones, 2) derechos y garantías, 3) de la ciudadanía. La parte orgánica contiene la estructura y competencia de los tres poderes clásicas del Estado: el legislativo, el ejecutivo y judicial.  El último capítulo se refiere a las disposiciones de reforma constitucional y tres artículos adicionales.

3.3.4. 1 Declaraciones Generales

Las afirmaciones generales contenidas en la Constitución de 1870, establecen por primera vez, los principios fundantes del Estado paraguayo, tales como los principios republicanos, de independencia, el unitarismo y la forma de gobierno democrática representativa, en su art. 1, que se puede decir, constituyen los principios pétreos del constitucionalismo paraguayo, pues aparecen en todas las constituciones posteriores.
Asimismo, disponen los principios de la oficialidad de la religión católica, la libre navegación de los ríos interiores de la nación, la obligatoriedad de la enseñanza primaria y la proscripción de la dictadura, la defensa de la Ley Fundamental a través del Estado de sitio, la responsabilidad de los funcionarios públicos y la supremacía constitucional, también incorporadas en las constituciones posteriores como patrimonio del constitucionalismo paraguayo.
3.3.4.2 Derechos y Garantías

Conforme con su adhesión a la corriente clásica, contiene todos los derechos individuales propios de las constituciones de éste tipo e incluso, los derechos económicos son consagrados en su dimensión individual.
De esta forma tienen expreso reconocimiento constitucional los derechos civiles como: derecho de peticionar a las autoridades, derecho de prensa (art. 18). Los derechos económicos de primera generación como los de: navegar, comerciar, trabajar, de ejercer industria lícita y a la propiedad de carácter inviolable.

Los derechos procesales como el de juicio previo, garantía de la legalidad penal, a no ser obligado a declarar contra sí mismo, a la presunción de inocencia, a la detención sólo en virtud de orden escrita de autoridad competente y a la limitación temporal de la detención sin comunicación a la autoridad competente, la inviolabilidad del domicilio, la correspondencia y los papeles privados, la irretroactividad de la ley.
Los derechos emergentes de la libertad y la seguridad personal como: el principio de la libertad jurídica (art. 23), la legalidad de la detención (art.20, 28), habilitándose a las autoridades competentes y a todas las personas, en caso de flagrancia, para la detención de las personas, la proscripción de la esclavitud (art. 25), la garantía de la igualdad ante la ley (art. 26), la prohibición de la confiscación de bienes y la pena de muerte por motivos políticos (art. 19).
El reconocimiento de los derechos implícitos, al disponer en su art. 34: “Las declaraciones, derechos y garantías que enumera esta Ley fundamental, no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados, pero que nacen del principio de soberanía del pueblo y de la forma democrática representativa”.

Los derechos políticos, se hallan reconocidos en el capítulo de la ciudadanía y que reglan quienes serán considerados ciudadanos paraguayos con derechos a participar en los asuntos públicos. El derecho al sufragio a partir de los 18 años (art. 38), las causas de suspensión y de pérdida de los derechos de ciudadanía (art. 39 y 40).


La garantía del habeas corpus aparece en forma implícita al regular las condiciones de la detención legal, en los arts. 20 y 28, y el antecedente de la acción de inconstitucionalidad en el art. 29, al disponer: “Toda ley o decreto que esté en oposición a lo que dispone esta Constitución, queda sin efecto y de ningún valor”.

3.3.4.3 La parte Orgánica

En la parte orgánica de la Constitución se establece la estructura y competencia de los tres poderes clásicos del Estado, cuya regulación comienza con el Poder Legislativo, la más representativa desde el punto de vista político.
El Poder Legislativo: La estructura del Poder Legislativo era bicameral.  La Cámara de Diputados se elegía por sufragio popular directo, compuesto inicialmente por 26 miembros y los representantes duraban cuatro años en sus funciones. El Senado era elegido en forma directa, compuesto inicialmente por 26 miembros y los representantes duraban cuatro años en sus funciones. Al igual que en la Constitución Norteamericana, el Vicepresidente de la República ejercía la presidencia del Senado.
Las Cámaras se reunían en sesión ordinaria todos los años, desde el 1º de abril al 31 de agosto. Durante el periodo de receso se nombraba una Comisión Permanente que tenía a su cargo velar por la observancia de la Constitución y las leyes, y al igual que las Cámaras podía interpelar a los ministros del Gobierno.
Las atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados son la iniciativa de las leyes sobre contribuciones, reclutamiento de tropas y la acusación ante el Senado, en juicio político al Presidente, Vicepresidente, sus ministros, a los miembros del Superior Tribunal de Justicia y a los Generales de su Ejército o Armada, por mayoría de dos tercios de los presentes.

Es de competencia exclusiva del Senado juzgar en juicio político, a los funcionarios acusados por la Cámara de Diputados ante la misma y su fallo tendrá el efecto de destituir al acusado o absolverlo.

Ambas Cámaras tenían la iniciativa legislativa, salvo aquellas que eran de competencia exclusiva de la Cámara de Diputados.  El Presidente de la República tenía la atribución del veto legislativo, susceptible de rechazo con el voto de la mayoría de dos tercios de ambas cámaras.

El Poder Ejecutivo: Es un órgano unipersonal, ejercicio por un ciudadano con el título de Presidente de la República y en los casos de vacancia temporal o definitiva es reemplazado por el Vicepresidente.  Para ser presidente de la República se requiere tener treinta años de edad y profesar la religión cristiana, la duración del mandato es de cuatro años y sin posibilidad de reelección, sino con dos periodos de intervalo.

La elección del Presidente y Vicepresidente se efectúa por elección directa de los electores y se hacen dos litas de todos los individuos electos para Presidente y otras dos para los nombrados como Vicepresidente, con el número de votos que cada uno de ellos hubiese obtenido

El sistema de elección presidencial reglado por la Constitución es complejo, del que es posible resaltar dos aspectos importantes: a) la elección popular directa de por lo menos las dos terceras partes de los departamentos electorales y la elección indirecta por parte del congreso en caso de votos divididos o la no obtención de mayoría absoluta de algunos de los candidatos.

Las atribuciones más importantes del Poder Ejecutivo son las siguientes: es jefe de la administración del país, nombramiento de los integrantes del Superior Tribunal de Justicia y de los empleados de la administración pública, indulto y conmutación de las penas, previo informe del tribunal competente, nombramiento directo de los funcionarios de confianza como los ministros del gobierno y otros, ejercicio del patronato, prórrogas de las sesiones ordinarias del congreso, es el comandante en jefe de las fuerzas de la nación, declaración de guerra y declaración del Estado de Sitio en caso de conmoción interior.
El Poder Judicial: se compone del Superior Tribunal de Justicia con tres miembros y los demás Juzgados inferiores, los miembros son elegidos por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, por un mandato de cuatro años.
Consagra los principios de la independencia funcional del Poder Judicial (art. 114), la legalidad de las sentencias judiciales (art. 118), e introducía algunas instituciones novedosas dentro del sistema judicial como: el juicio por jurado en las causas penales (art. 11), y la supremacía constitucional (arts. 14, 15 y 29).

La Reforma de la Constitución, sólo se podía realizar luego de cinco años de vigencia y la necesidad de la misma debía declararse con la mayoría absoluta de dos tercios del Congreso y correspondía a la Convención Nacional Constituyente la facultad de la reforma constitucional. Esta modalidad de reforma se mantuvo en las constituciones de 1940 y 1967, hasta que la de 1992, modifica el régimen de la reforma concediendo la enmienda a la legislatura ordinaria con la condición de la aprobación por referéndum de la enmienda y la reforma mantenida para la Convención Nacional Constituyente. 
La Constitución o Carta Política de 1940
1.2 Antecedentes

Tras la guerra del Chaco, solventada por el Paraguay con sus recursos internadas, lo cual trajo como consecuencia el agotamiento de su economía, resultaba evidente la necesidad de un cambio en el rumbo político del país, en el que, lógicamente, el ejército victorioso tendría un papel preponderante.
En efecto, por un golpe militar, el 17 de febrero de 1936, el Presidente Eusebio Ayala, hombre de tendencias conservadoras, es depuesto por un golpe militar que eleva a la primera magistratura al Coronel Rafael Franco, vencedor de la decisiva batalla de Picuíba en la recién concluida contienda, y por el Decreto Ley Nº 152 quedó tácitamente derogada la Constitución de 1870.
El Gobierno del Coronel Franco inició una política reformista, la principal de cuyas realizaciones fue la Ley de Reforma Agraria de 1936. En Agosto de 1937 fue derribado su gobierno, ocupando la primera magistratura el Doctor Félix Paiva, quien presidió el gobierno denominado “Universitario”, por la integración de casi la totalidad de sus ministerios por docentes universitarios, que restableció la Constitución de 1870.
En abril de 1939 fue elegido presidente de la República, el General José Félix Estigarribia. Posteriormente, en febrero de 1940, como consecuencia de una grave crisis política en la que intervienen el estudiantado, las fuerzas políticas opositoras y el Ejército, se interrumpen las tratativas entre el Partido Liberal, oficialista entonces, y la Asociación Nacional Republicana, tendientes a lograr la participación de ese partido en el Parlamento.

En pocas horas, una sucesión de hechos da por tierra con un sistema que en esa época cumplía 70 años. Son estos los hechos:
- “El día 16 de febrero de 1940, entre las 10 y las 13 horas, se reúne el Directorio del Partido Liberal, y resuelve transmitir a sus parlamentarios su decisión en el sentido  de que ha llegado la oportunidad de declarar la reforma constitucional; de que se cancelen por renuncia los respectivos mandatos populares, y de que sus afiliados tengan la libertad de colaborar con el gobierno bajo su exclusiva responsabilidad, es decir, retirar, en resumen, el apoyo oficial del Partido al Presidente Estigarribia.

- El mismo día, 16 de febrero de 1940 por la tarde, el Congreso en pleno, reunido en virtud del art. 123 de la Constitución, declara la necesidad de la revisión integral de la Carta Magna, tal como lo decidiera el Directorio Liberal. Por consiguiente, convoca a una Convención Nacional Constituyente dentro del plazo de seis meses.

- También, en fecha 16 de febrero de 1940, por la mañana, en tanto se reunía el Directorio Liberal en sesión del Consejo de Gabinete, el Presidente Estigarribia declara su resolución de asumir la plenitud de los poderes, en vista de la creciente agitación política.  Tres ministros renuncian indeclinablemente a sus carteras: Justo Prieto, Cipriano Codas y Alejandro Dávalos.

- El 18 de febrero de 1940, en el Decreto Nº 1 del nuevo orden de cosas, el General Estigarribia asume públicamente la plenitud de los poderes políticos (el Ejecutivo y el Legislativo) y declara subsistente la Constitución de 1870 en cuanto al Poder Judicial; establece la tregua en la actividad de todos los partidos políticos; declara la vigencia relativa de los derechos y garantías constitucionales, y por último, declara su intención de convocar a una Convención Constituyente según el mandato del Parlamento.

- El Parlamento dimite colectivamente, comportamiento que hasta hoy resulta legal y lógicamente inexplicable. Dada la decisión del Presidente de asumir la dictadura, es evidente que se cree conveniente evitar un enfrentamiento.  De permanecer los parlamentarios en sus bancas, el choque debía iniciarse con un juicio político al Presidente y su posterior destitución.   Como consecuencia, el levantamiento del Ejército debía ser el lógico corolario.

- El General Estigarribia designó el 27 de abril una Comisión Redactora de un anteproyecto constitucional, comisión encabezada por Cecilio Báez, máxima autoridad jurídica del país, junto a otros especialistas en la materia: C.R. Centurión, Rafael Oddone, Antonio Sosa y Emilio Saguier Aceval, todos presididos por el Ministerio de Gobierno y Trabajo, Dr. Alejandro Marín Iglesias. Rehusaron la invitación del Dr. Juan Ramón Chávez por no recibir la autorización del partido político al cual pertenecía y el Dr. Celso R. Velázquez.
- La Comisión se reunió un par de veces, en una de las cuales el Dr. Antonio Sosa presentó un interesante plan de labores que contenía normas rectoras en cuanto a la dirección que debía imprimirse a los trabajos.  Sin embargo, nada concreto salió de la Comisión, la que al parecer padecía de desinteligencias internas.  El Dr. Cecilio Báez redacto un proyecto personal, proyecto que indudablemente fue conocido por los autores de la Constitución de 1940. Sin haber servido de modelo, puede advertirse la incorporación de algunos conceptos.  Ellos son: la casi literalidad del artículo que establece la capitalidad de Asunción, la regulación de la vida económica por el Estado, la nacionalización de los servicios públicos, etc.

- El 10 de julio de 1940, el General Estigarribia, en el contradictorio Decreto Nº 2242, apartándose de su primitiva decisión de convocar a una Convención Constituyente, pone en vigencia la Carta Política de 1940, en sustitución de la anterior, pero la somete a un plebiscito que habrá de realizarse el 4 de agosto de 1940. Se atribuye la elaboración de la Constitución de 1940 a Justo Pastor Benítez y a Pablo Máx Insfrán. La Constitución fue aprobada en el plebiscito del 4 de agosto de 1940 y jurada en fecha 15 de agosto de 1940.

1.3 Contenido de la Constitución

La Constitución de 1940 contenía solamente 94 artículos, y en tal sentido, es una de las más cortas en la historia constitucional de la República del Paraguay. Su división sistemática, conforme con las constituciones modernas, comprende una parte dogmática que incluye las declaraciones generales, los derechos, garantías y obligaciones. La parte orgánica comienza con la estructuración y competencia del Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Judicial, y la incorporación de la institución corporativa del Consejo de Estado vinculado al Poder Ejecutivo, pero con la finalidad de cercenar las facultades del Legislativo.
Declaraciones Generales: Esta Constitución, al igual que la de 1870, ratifica los principios fundamentales del Estado Paraguayo, tales como: la independencia en sus relaciones internacionales, los principios republicanos, unitarios, la forma de gobierno democrático representativo (art. 1), la soberanía popular (art. 2), la oficialidad de la religión Católica Apostólica Romana, la supremacía constitucional (art. 4), la gratuidad y obligatoriedad de la educación primaria (art. 10), el cuidado de la salud de la población y la asistencia social, la educación como deberes fundamentales del Estado (art. 11), primacía del interés general sobre los intereses privados (art. 13), la proscripción de la explotación del hombre por el hombre (art. 14).
Los derechos: Con relación al reconocimiento de los derechos, se puede sostener que esta Constitución se aparta sensiblemente del constitucionalismo clásico e incorpora en sus articulados los elementos definidores de la Constitución social, con el reconocimiento de derechos sociales y económicos.

Derechos Individuales: Reconoce todos los derechos individuales en iguales términos que la Constitución de 1870, con la diferencia de que las mismas serán disfrutadas conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio. Así, reconoce los derechos de reunión pacífica, petición a las autoridades, de asociarse con fines lícitos, de profesar cultos, de enseñar y aprender.

El derecho a la libertad de publicación de ideas por la prensa es libre y sin censura previa, siempre que se refiera a asuntos de interés general.  Esta circunstancia, implica la posibilidad de censurar cuando no se refiera a temas de carácter señalado. La edición y publicación de libros, folletos y periódicos serán reglamentadas por la Ley. No se permite la prensa anónima (art. 31).
Los derechos procesales: Como el de juicio previo, garantía de la legalidad penal, a no ser obligado a declarar contra sí mismo, a la presunción de inocencia, a la detención sólo en virtud de orden escrita de autoridad competente, y a la limitación temporal de la detención sin comunicación de la causa, la inviolabilidad del domicilio, la correspondencia y los papeles privados, la irretroactividad de la ley (art. 26, 27 y 34).
Los derechos emergentes de la libertad y la seguridad personal como: el principio de la libertad jurídica (art. 30), la legalidad de la detención (art. 26), habilitación a las autoridades competentes y a todas las personas, en caso de flagrancia, para la detención de las personas, la proscripción de la esclavitud (art. 14), la garantía de la igualdad ante la Ley (art. 23), la prohibición de la confiscación de bienes y la pena de muerte por causa política (art. 25).

Derechos Sociales: Con relación al derecho a la educación se dispone que la primaria será obligatoria y gratuita, mientras que el régimen y la inspección de la enseñanza queda a cargo del Estado (art. 20). El trabajo además de derecho se incorpora con una obligación, al disponer que “…todos los habitantes de la República están obligados a ganarse la vida con su trabajo lícito…”. Se establece la función de fiscalización del régimen laboral de los contratos de trabajo, asimismo, prescribe que las condiciones de higiene y seguridad de los establecimientos estarán bajo la vigilancia y fiscalización del Estado.  Se establece la fiscalización estatal de la seguridad social (art. 14).

Los derechos civiles de la mujer serán regulados por ley, atendiendo a la unidad de la familia, la igualdad de la mujer y del hombre, y la diversidad de sus respectivas funciones en la sociedad.

Derechos económicos: Se reconocen los derechos económicos de la primera generación como los de navegar, comerciar, al trabajo, al ejercicio de industria lícita, salvo las limitaciones por razones sociales y económicas de interés general impuestos por ley.  Se garantiza la propiedad privada cuyo contenido y límites serán fijados por Ley, atendiendo a su función social y el intervencionismo del Estado en la economía.
Las Garantías: El Hábeas Corpus se reconoce en forma expresa en el artículo 26, dentro de los derechos procesales. También se puede observar el antecedente de la acción de inconstitucionalidad en el art. 6, que prescribe: “Los principios, garantías, obligaciones y derechos proclamados por esta Constitución, no pueden ser alterados por las leyes que reglamentan su ejercicio. Toda ley, decreto o reglamento que esté en oposición a lo que ella dispone, queda nulo y sin ningún valor”.

La Parte Orgánica: En la parte orgánica de la Constitución, se establece la estructura y competencia de los tres poderes clásicos del Estado, cuya regulación comienza con el Poder Ejecutivo, con la cual cambia la ubicación respecto a la de 1870, con ello se refleja la preponderancia otorgada a éste poder del Estado, y que determinará en sus disposiciones una fuerte hegemonía del Ejecutivo respecto a los demás poderes.

El Poder Ejecutivo: Es un órgano unipersonal, ejercido por un ciudadano con el título de Presidente de la República, siendo los requisitos para el ejercicio del cargo los siguientes: 40 años de edad, ciudadano natural, profesar la religión católica, apostólica romana, y reunir condiciones morales e intelectuales que le hagan digno para ejercer el cargo (art. 46).

El presidente es elegido en forma directa por elección general, y dura cinco años en su mandato. Las diferencias respecto a la Constitución anterior son: la supresión del cargo del Vicepresidente, la ampliación del mandato presidencial, el sistema de elección simple o directa por el pueblo, y la posibilidad de la reelección por un periodo más.

Las atribuciones del Poder Ejecutivo: Muchas de las atribuciones del Poder Ejecutivo reflejan su hegemonía con respecto a los demás poderes, circunstancia que ha permitido la calificación de “cesarismo presidencial” al sistema establecido en esta Constitución.

“El cesarismo presidencial se caracteriza por la preeminencia del Poder Ejecutivo en el proceso de formación de la voluntad estatal.   Esta hegemonía en el proceso decisional implica en lo institucional la subalternización del Poder Judicial y la atribución al Poder Legislativo de funciones periféricas en el proceso político.   Otro elemento constitutivo de este tipo de régimen presidencial es la configuración de cuerpos deliberantes (Consejo de Estado) de origen corporativo, que para su formación carecen de participación popular.  Estas cámaras corporativas intervienen en la conformación de la voluntad del Estado sustituyendo al parlamento, en funciones que les son propias”.
  

Los supuestos normativos que reflejan el carácter asimétrico del relacionamiento institucional del Poder Ejecutivo con relación a los demás poderes se reflejan en sus atribuciones: 1) Facultad presidencial de disolver la Cámara de Representantes y gobernar por medio de decretos-leyes durante el receso; 2) Veto absoluto del Ejecutivo para cualquier sanción de leyes provenientes del legislativo; 3) Importantes restricciones en materia de iniciativa legislativa por parte del legislativo; 4) Supresión de la expresa facultad de auto prorrogar las sesiones, y convocar a extraordinarias por parte del legislativo; 5) Designación de los miembros de la Suprema Corte por parte del Ejecutivo con el sólo acuerdo del Consejo de Estado, órgano totalmente bajo control del Presidente de la República; 6) Supresión de la responsabilidad política del Presidente de la República al desaparecer el juicio político y; 7) Discrecionalidad del Presidente de la República para estructurar estados de emergencia al disponer la Constitución que por su sola autoridad incontrolada, se implante el Estado de Sitio. De la misma institución se suprimo el derecho de opción para salir del país en caso de detención.
El Consejo de Estado: En los artículos 62 al 66 se instituye la figura institucional del Consejo de Estado, que es una institución de origen corporativo, constituido por representantes de corporaciones sin la participación popular.  Los miembros del Consejo de Estado creado son: los Ministros del Poder Ejecutivo, el Rector de la Universidad Nacional, el Arzobispo de Paraguay, un representante del Comercio, dos representantes de las industrias transformadoras, el Presidente del Banco de la República y dos miembros de las Instituciones Armadas, uno del Ejército y uno de la Marina.
Las atribuciones del Consejo de Estado son las de: a) dictaminar sobre los proyectos de decretos con fuerza de Ley; b) dictaminar sobre los asuntos de política internacional sometidos a consideración del Poder Ejecutivo; c) prestar acuerdo para la designación de los miembros de la Corte Suprema y de los Agentes Diplomáticos en el extranjero; d) prestar acuerdo para ascenso de militares desde el grado de coronel.

La creación de esta figura institucional el carácter hegemónico del Poder Ejecutivo, pues sus integrantes en su mayoría dependen de su elección, y las atribuciones que se le otorga constituyen un cercenamiento de las facultades del Poder Legislativo.

Poder Legislativo: Se reemplaza el sistema bicameral por el unicameralismo, y el Poder Legislativo es ejercido por la Cámara de Representantes electos directamente por el pueblo, en razón de un miembro por cada 25.000 habitantes, con un mandato de cinco años, supuesto que implica la imposibilidad de reelección de sus miembros. La edad requerida para ser miembro de la Cámara de Representante es de 25 años.

En cuanto al procedimiento legislativo, corresponde a los miembros de la Cámara de Representantes la iniciativa en aquellas leyes que no sean de competencia exclusiva del Poder Ejecutivo.  El Poder Ejecutivo tiene la atribución del veto absoluto, en cuyo caso no podrá ser considerado por la Cámara de Representantes en el curso de las sesiones de ese año.

Poder Judicial: La estructura del Poder Judicial se conforma con una Corte Suprema compuesta de tres miembros, el Tribunal de Cuentas, los demás tribunales y Juzgados inferiores que establezca la ley.
En cuanto al sistema de designación de los miembros de la Corte Suprema, lo realiza el Poder Ejecutivo con acuerdo del Consejo de Estado, sistema que constituye una regresión con respecto a la Constitución de 1870, y evidencia la subalternización del Poder Judicial respecto al Ejecutivo.  Los magistrados inferiores son designados también por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Corte Suprema.

Se constitucionaliza el Tribunal de Cuentas con competencias en materia contencioso administrativo, el examen y aprobación de las cuentas de inversión del dinero público (art. 85).

La edad requerida para ser miembro del Tribunal de Cuentas es de treinta años, título universitario o haber sido Ministro o Jefe de la Administración financiera. La ley establecerá la forma de dar inamovilidad a los miembros del Tribunal de Cuentas (art. 86).

Se establecen los principios de la independencia del Poder Judicial, disponiendo que sólo él puede conocer y decidir en actos de carácter contencioso, y la nulidad de los actos que impliquen interferencia en las esferas de las competencias del Poder Judicial (art. 87), la legalidad de las sentencias judiciales, al disponer que “Toda sentencia judicial debe estar fundada en la Constitución y en la Ley” (art. 91).

1.4 reforma de la Constitución

El artículo 94 de la Constitución establece dos modalidades de reforma constitucional.  La reforma total debe ser resuelta por la Asamblea Nacional, que sólo podrá hacerse diez años después de su promulgación, y la reforma parcial podrá ser realizada por la Asamblea Nacional y someter a plebiscito.  La norma constitucional solo refiere el órgano que podrá declarar la necesidad de la reforma, pero no el órgano reformador, de la cual puede inferirse que la misma podrá ser efectuada por la Asamblea Nacional que se compone con los miembros del Consejo de Estado y la Cámara de Representantes.
1.5 aportes de la constitución de 1940

Los aportes significativos de esta Constitución en la historia constitucional paraguaya:

I. Constituye la incorporación del Paraguay dentro de la corriente del constitucionalismo social, con inclusión de los derechos sociales y económicos, especialmente la recepción de algunas instituciones propias de la misma como: a) el intervencionismo estatal en la economía, b) el contenido social de la propiedad privada, c) el reconocimiento de derechos sociales y económicos.

II. La recepción expresa de la garantía del hábeas corpus.

III. La posibilidad de la nacionalización de los servicios públicos, y el monopolio estatal de los productos de primera necesidad.

IV. La constitucionalización del Tribunal de Cuentas dentro de la estructura del Poder Judicial.

1.6 críticas a la Constitución

Las principales críticas que se formulan contra esta Constitución se refieren a la parte orgánica, con la creación de un sistema presidencialista que el autor paraguayo Carlos Mateo Balmelli ha denominado “cesarismo presidencial”, que se caracteriza por el desequilibrio de los poderes a favor del Ejecutivo, con una marcada preeminencia del Ejecutivo que se configura con el otorgamiento de actividades periféricas al Parlamento y la subalternización jerárquica del Poder Judicial.  Asimismo, esta preeminencia del Ejecutivo se refleja en la desaparición de los instrumentos de control de la responsabilidad política del Ejecutivo con la supresión del juicio político, y la potestad del mismo disolver el Parlamento.

La Constitución de 1967
5.1.  Antecedentes

La Constitución de 1940 rigió, al menos formalmente, durante 27 años sin que tuviera defensor alguno. Los partidos incluyeron en sus plataformas la decisión de modificarla o derogarla. Hubo pronunciamientos concretos en ese sentido como el del grupo de intelectuales universitarios en 1944: Se trató de una petición suscrita por el Rector de la Universidad Nacional, Decanos de las facultades, profesores y alumnos en el sentido de convocar a una Convención Nacional Constituyente. La petición fue denegada por el Dictador Morínigo y culminó con el apresamiento, confinamiento y destierro de sus principales firmantes.

De todos modos, la oportunidad de la reforma constitucional llegó en 1967, circunstancias aquellas que hacen presumir de llevarla a cabo no estaba originada precisamente en una necesidad jurídica.
Un problema de procedimiento hubo de resolverse previamente: La Carta Política de 1940 no establecía el sistema de reforma constitucional.  Sus disposiciones se limitaban a que dicha reforma fuera declarada por la Asamblea Nacional –órgano compuesto por el Consejo de Estado y la Cámara de Representantes- pero no establecía el poder que debía proceder a estudiar y aprobar las enmiendas.

Superado las primeras dificultades, posteriormente por intermedio de la nota de la Junta de Gobierno del Partido Colorado, se inicia el proceso de reforma de la Constitución de 1940 y para el efecto: a) el Presidente de la República por Decreto Nº 18.270 de fecha 7 de mayo de 1966, convoca a la Asamblea Nacional, en fecha 27 de mayo de 1966, b) la Asamblea Nacional, en fecha 27 de mayo de 1966, declara la necesidad de reforma total de la Constitución vigente, con excepción del contenido de los artículos 1 y 2 y manteniendo los principios e instituciones que son de la esencia del gobierno republicano, democrático y representativo, c) por Ley 1198 del 16 de noviembre de 1966 se establecen las normas para la instalación y funcionamiento de la Convención Nacional Constituyente. En esta ley se autoriza al Poder Ejecutivo a convocar a elecciones de convencionales en un número de 120 titulares y cuarenta suplentes, electos conforme la ley electoral, d) por Decreto Nº 23.817 del 9 de enero de 1967, se convoca a elecciones para elegir convencionales para la Convención Nacional Constituyente, para el día domingo 7 de mayo de 1967.
5.2. Elección e Instalación de la Convención

Cuatro partidos políticos concurren a la elección de convencionales: el oficialista Partido Colorado, el Partido Liberal, Partido Revolucionario Febrerista y el Partido Liberal Radical, con un total de 670.010 electores inscriptos, con el 68, 6 % de participación electoral.  El Partido Colorado obtuvo la mayoría con el 68, 7 % adjudicándose 80 convencionales: el Partido Liberal con el 6, 1 %, con 8 convencionales, el Partido Liberal Radical con el 21, 3 % con 29 convencionales y el Partido Revolucionario Febrerista con el 2, 8 % con 3 convencionales.
A pesar de la participación plural de partidos políticos, el proceso eleccionario tuvo varios aspectos negativos: 1) el proceso electoral transcurrió bajo la vigencia del Estado de Sitio; 2) los recursos estatales para la movilización y propaganda estuvieron a disposición del partido gobernante, especialmente los recursos financieros, a través del descuento compulsivo de los salarios destinados a la caja partidaria; 3) no se dictó una ley de amnistía que permitiera el retorno de gran número de juristas así como de ciudadanos que de ese modo se marginaron de la convención y restaron su aporte.  Los presos políticos tampoco obtuvieron el beneficio de la amnistía, como ocurrió en la Convención de 1870.
Una nota peculiar fue que instalada la Convención, la totalidad de la mesa directiva estuvo ingresada por los miembros del partido de gobierno. De los tres meses establecidos como plazo para las deliberaciones de la Convención, conforme con la Ley 1.198/66, los dos primeros meses fueron dedicados al reglamento interno y sólo treinta días a los 239 artículos de la Constitución, con la aprobación promedio de 10 artículos por cada sesión.
Cada partido político concurrente a la Convención presentó su propio proyecto, pero la Comisión Redactora adoptó como material de trabajo el proyecto, pero la Comisión Redactora adoptó como material de trabajo el proyecto de la Asociación Nacional Republicana el que, en principio, se estudiaría originalmente desde el artículo primero.
La comisión Redactora estuvo integrada por 12 miembros –ocho del oficialismo y cuatro de la oposición- y tuvo como misión la discusión del proyecto para luego pasar sus conclusiones al plenario que resolvería en definitiva. Fueron sus integrantes por el partido de gobierno Ezequiel González Alsina, Fabio Da Silva, J. Augusto Saldivar, J. Bernardino Gorostiaga, Juan Manuel Frutos, Rubén Stanley, César Garay y por la oposición Carlos Alberto González, Rafael Eladio Velazquez, Fernando Levi Rufinelli, Raimundo Paniagua.
5.3 Contenido de la Constitución

El texto constitucional contiene 239 artículos, cuya parte dogmática se divide en seis capítulos: I) Declaraciones Fundamentales; II) Del Territorio, sus divisiones y municipios; III. De la nacionalidad y ciudadanía; IV Disposiciones Generales; V. Derechos, garantías y obligaciones; VI. De Reforma Agraria. La parte orgánica comprende cinco capítulos y las disposiciones transitorias. VII. Poder Legislativo. VIII Poder Ejecutivo. XI Poder Judicial. X. Ministerio Público. XI De la Reforma Constitucional.
5.3.1 Parte Dogmática

Como se ha señalado se divide en seis capítulos comprendiendo 133 artículos.

Declaraciones Fundamentales: Los dos primeros artículos que establecen los principios fundamentales del Estado Paraguayo no fueron objeto de modificación conforme con la Declaración de la Asamblea Nacional sobre la reforma constitucional y en consecuencia, los principios republicanos, unitarismo y de democracia representativa, así como la soberanía popular se mantienen inalterables.

También consagran los principios de la separación de poderes dentro de un sistema de división, equilibrio e interdependencia de los poderes dentro de un sistema de división, equilibrio e interdependencia de los poderes (art. 3), los símbolos nacionales, los idiomas nacionales, la oficialidad de la religión católica, apostólica, Romana, la supremacía constitucional, los principios de las relaciones internacionales.
Nacionalidad y ciudadanía: Establece los requisitos de adquisición de la nacionalidad paraguaya natural y por naturalización, la doble nacionalidad y las causales de pérdida de la nacionalidad. Son paraguayos los ciudadanos naturales desde los 18 años y los naturalizados desde los dos años de haber adquirido dicha condición.

Derechos: El catálogo de derechos consagrados por esta Constitución es amplio, con una ordenación sistemática que abarca: 1) Derechos individuales desde el artículo 48 al 76 inclusive, desarrollando una amplia gama de derechos individuales como la vinculada a la libertad y la seguridad, los derechos procesales, la libertad de pensamiento en sus diferentes aspectos como la libertad religiosa, opinión, prensa, libre ejercicio del periodismo, libertad de petición a las autoridades, etc.; 2) Los derechos sociales que comprenden la regulación: a) derecho de familia; b) educación y cultura; c) la salud; 3) los derechos económicos; 4) los derechos de los trabajadores; 5) los derechos políticos, entre otros.

Garantías: Se consagra expresamente la acción de hábeas corpus, y se recepciona a nivel constitucional la acción de amparo (art. 77) para la defensa de los derechos no protegidos por el habeas corpus.  Se incorpora la inconstitucionalidad como garantía contra los actos normativos contrarios a la Constitución por medio de las vías de la acción y la excepción con el efecto inter partes.
5.3.2. Parte Orgánica: En cuanto a la estructuración y competencia de los órganos estatales, está constitución restablece el sistema bicameral en el Congreso Nacional, mantiene la figura institución del órgano corporativo del Consejo de Estado y “consagra un sistema presidencial autoritario o estado peligroso”.
Poder Legislativo: El Poder Legislativo de composición bicameral integrado por las Cámaras de Senadores y Diputados, con un mandato de cinco años. Los requisitos para acceder a las bancas del senado son: la nacionalidad paraguaya natural, 40 años de edad; y para diputados, la edad de 25 años. Sus funciones, al igual que el anterior, son periféricas en el proceso de formación de la voluntad estatal que se evidencia con las normas que consagran la pérdida de su competencia para prolongar su periodo de sesiones y convocar a extraordinarias, de someter a juicio político al presidente de la república, la facultad presidencial de disolución del congreso, entre otras.
Poder Ejecutivo: Configura un Poder Ejecutivo sobredimensionado y con facultades extraordinarias, características de los sistemas presidencialistas autoritarios. Las facultades extraordinarias que configura el presidencialismo autoritario son las siguientes: a) Facultad de declarar el Estado de sitio; b) Disolución del Congreso; c) Enervamiento del poder del Congreso; d) ausencia de juicio política.

Poder Judicial: Compuesto por la Corte Suprema de Justicia, con no menos de cinco miembros, los Tribunales y Juzgados establecidos por la ley. Los miembros de la Corte Suprema eran designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, previo dictamen del Consejo de Estado. Los demás magistrados inferiores también son designados por el Poder Ejecutivo de nombrar a los miembros de la máxima instancia judicial convirtió al Presidente de la República en superior jerárquico de la Corte Suprema de Justicia. Con esto se quebrantaba el equilibrio e interdependencia propio del esquema tripartito de división de poderes.
La elevación con rango constitucional del Ministerio Público con dos funciones: a) la de Abogado del Poder Ejecutivo, ejerciendo la representación del Estado en los estrados judiciales (art. 214 num. 2); y b) Abogado de la sociedad ejerciendo la competencia de velar por el respeto de los derechos y las garantías constitucionales (art. 214 numeral 1).

Reforma de la Constitución de 1967: Al cumplirse diez años de vigencia de la Constitución de 1967, en donde únicamente se trató el tema de la elección indefinida del Presidente de la República.

5.3.3 Aportes de la Constitución.

Los aportes más significativos de esta Constitución se pueden sintetizar en los aspectos siguientes: 1) Sistematización e incorporación más detallada de los derechos sociales y económicos, caracterizándose como una Constitución Social; 2) La constitucionalización de la autonomía municipal; 3) El reconocimiento constitucional de los Partidos Políticos como órganos de canalización de la participación en los asuntos públicos; 4) La recepción expresa de la garantía constitucional del Amparo; 5) La elevación con rango constitucional del Ministerio Público.

La Constitución de 1992

6.1. Antecedentes de la Constitución Actual 

Se puede señalar que el golpe de estado del 2 y 3 de febrero de 1989, que derrocó al entonces Presidente Gral. Alfredo Stroessner, constituye la fuente material de la Constitución de 1992, porque a partir del mismo se ha posibilitado las transformaciones políticas y jurídicas que operativizan la reforma constitucional que concluye el 20 de junio de 1.992.
La elección de Convencionales realizadas el 1 de diciembre de 1991, que se verificó en un ambiente de amplias libertades públicas, con la participación activa de todos los sectores políticos como los partidos políticos tradicionales el Colorado y el Liberal, los partidos Revolucionario Febrerista, la Democracia Cristiana y el Movimiento Ciudadano “Constitución para Todos”. Esta participación ha permitido que todos los sectores del momento estuvieran representados en la Convención Nacional Constituyente. El resultado electoral permitió una cómoda mayoría al Partido Colorado, la primeria menoría al Partido Liberal Radical Auténtico, la segunda al Movimiento Ciudadano “Constitución para Todos”, y luego el Partido Revolucionario Febrerista y la Democracia Cristiana.
6.2. Contenido del Nuevo Texto Constitucional

            La Constitución de 1.992 se inicia con un preámbulo y se compone de 311 artículos. Ella es, por consiguiente, no sólo la Constitución más extensa de la historia paraguaya, sino también una de las más largas en América Latina.


Formalmente, la Constitución se estructura en dos partes, cada una de las cuales se divide nuevamente en títulos. Estos contienen, en la mayoría de los casos, capítulos, los cuales, a su vez, se encuentran subdivididos en secciones.


La primera parte (136 artículos) –luego de tres artículos introductorios que caracterizan la forma de Estado y de Gobierno –está consagrada exclusivamente a los derechos fundamentales.  Ello se diferencia de las anteriores constituciones paraguayas, donde las normas referidas a los derechos fundamentales no se encontraban al inicio de la Constitución. En este sentido, tanto el lugar que ocupan estas normas dentro de la estructura formal, como el peso que se les otorga en el texto constitucional mismo, reflejan su revalorización.


La segunda parte (155 artículos) se ocupa principalmente de la organización de los Poderes del Estado. Contiene, además, disposiciones sobre temas tales como: ordenamiento territorial del Estado, nacionalidad y ciudadanía, relaciones internacionales, política económica, fuerzas armadas, órganos extrapoderes, estado de excepción, reforma y enmienda constitucional y las disposiciones finales y transitorias.

6.2.1 Parte Dogmática

Las declaraciones fundamentales referidas a la estructuración del Estado contienen principios nuevos como: a) la ampliación del concepto de democracia a través de sus componentes participativo y pluralista; b) adopción expresa del principio del Estado de Derecho; c) introducción del Estado social; d) el principio de la descentralización; e) el reconocimiento expreso del principio axiológico de la dignidad humana como valor fundante del orden jurídico constitucional.

Los derechos contienen, en primer lugar, el reconocimiento expreso al derecho a la vida como soporte de los demás derechos; el derecho al ambiente sano y equilibrado; detallada sistematización de los derechos procesales; ampliación de los derechos sociales y el reconocimiento de los pueblos indígenas.

Las garantías con la finalidad de mejorar la protección de los derechos fundamentales a través de una nueva reglamentación de la Acción de Habeas Corpus con el reconocimiento de sus diferentes modalidades: reparadora, preventiva y genérica, la acción de Amparo y la Inconstitucionalidad y la introducción del Habeas Data.
6.2.2 Parte Orgánica

a) Poder Legislativo: Se ha ampliado su competencia con la finalidad de garantizar su autonomía funcional dotándole de facultades para controlar políticamente al Presidente y a sus ministros, con las normas siguientes: a) la facultad del parlamento de prorrogar sus sesiones; b) la facultad de autoconvocación a sesiones extraordinarias; c) la facultad de investigación del parlamento; d) la competencia para interpelar a los Ministros del Poder Ejecutivo; e) la admisión del juicio político para materializar la responsabilidad política  del Presidente de la República; f) la aprobación o rechazo de la declaración del Estado de Excepción decidida por el Presidente; g) la designación de los Ministros de la Corte Suprema de Justicia; h) la participación en la integración del poder electoral con la designación de los miembros del Superior Tribunal Electoral; i) la supresión de la facultad del Poder Ejecutivo de disolver el Congreso Nacional; j) la representación departamental de los miembros de la Cámara de Diputados con lo cual se refuerza el carácter representativo del Congreso; i) la facultad del Congreso de enmendar la Constitución, que convierte al poder constituido en poder constituyente y crea una evidente diferencia con los otros dos poderes.
b) Poder Ejecutivo:  Con respecto al Poder Ejecutivo, se crea la Vicepresidencia y se le cercenan sus facultades hegemónicas, que debilitaban y dificultaban el desarrollo democrático en el marco de la institucionalidad, por medio de las siguientes disposiciones: 1) imposibilidad de la reelección; 2) creación de la vice presidencia para caso de acefalía; 3) supresión de la facultad de dictar decreto-ley; 4) supresión de la facultad extraordinaria del Ejecutivo de disolver el Congreso; 5) facultades compartidas con el Congreso para prorrogar las sesiones parlamentarias y convocar a extraordinarias; 6) sometimiento al juicio político del Presidente y sus ministros con la posibilidad de la destitución; 7) convocación automática del Congreso Nacional, si la declaración del Estado de Excepción se produce durante su receso y; 8) supresión del Consejo de Estado.
c) Poder Judicial: se le garantizó su independencia funcional y autonomía financiera, con las siguientes reformas: i) creación del Consejo de la Magistratura para garantizar la independencia en la designación de los miembros del Poder Judicial; ii) creación de la autarquía presupuestaria al Poder Judicial; iii) creación de la Policía Judicial como auxiliar de la Administración de Justicia; iv) creación de la Sala Constitucional para controlar la vigencia de los derechos humanos y la constitucionalidad de los actos normativos; v) la inamovilidad relativa de los magistrados inferiores y la absoluta para los Ministros de la Corte Suprema de Justicia hasta los 75 años y; vi) designación de los Ministros de la Corte Suprema de Justicia por parte del Senado con acuerdo del Poder Ejecutivo.

d) Creación de los Gobiernos Departamentales: La normativa constitucional ha incorporado como uno de los órganos públicos menores, los gobiernos departamentales integrados por un ejecutivo encabezado por el gobernador, electo en forma popular, por los ciudadanos del Departamento y una Junta Departamental como órgano legislativo.

e) Creación de los Órganos Extrapoderes: Los órganos conforme con la doctrina, son los órganos públicos que no tienen dependencia funcional respecto a los poderes clásicos legislativo, ejecutivo y judicial. La Constitución de 1992, ha creado los órganos siguientes con dicha característica: a) Consejo de la Magistratura; b) el Ministerio Público; c) la Justicia Electoral; d) la Defensoría del Pueblo; e) Contraloría General de la República; f) la Banca Central del Estado y; g) el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados.

La Constitución Nacional y el Sistema de Garantías: Una visión Procesal

               Finalmente a modo de conclusión, luego de hacer un recorrido sobre el itinerario constitucional acerca de la evolución de la justicia constitucional sus avances y retrocesos, quisiera concluir destacando la evolución procesal de las garantías constitucionales, surgidas a partir del advenimiento de la democracia y la promulgación de la Constitución de 1.992.

En 1.992 los paraguayos consagran la norma jurídica fundamental que más extensamente recoge y protege las garantías individuales, en su amplia acepción.  En el largo acontecer de la historia política paraguaya, y pese a las marchas y contramarchas que ha sufrido, puede decirse que el Paraguay ha sido capaz de llegar a buen puerto en esta materia, por lo menos en términos de derecho positivo, evidenciando así que la historia del derecho constitucional es también la de la limitación del poder público.


Probablemente se encuentre en esta necesidad de vincular permanentemente la protección de las libertades clásicas con el desarrollo de la justicia social donde más se evidencie la pobreza de nuestro constitucionalismo local, dominada por un pensamiento conservador que no atina a enfrentar los grandes cambios que la democracia contemporánea exige.

Esa limitación en parte se evidencia en la forma en que se desarrolla la jurisprudencia penal, donde se privilegia el caudal económico de los procesados en detrimento de los encausados sin recurso, o la protección unilateral de ciertos derechos olvida la extrema pobreza que castiga al país desatando violentas e indiscriminadas represiones o los conflictos sociales del campo prácticamente se criminalizan, mientras grandes defraudadores de bancos y el erario público gozan a plenitud de las ventajas del nuevo sistema, etc., violentándose el principio de equidad y la igualdad ante la ley(art. 46 CN).

En el título II, de los derechos, de los deberes y de las garantías, se abre una larga serie de artículos, que va desde el artículo 4, del Derecho a la Vida, hasta las puntualmente denominadas en el Capítulo XII, De las Garantías Individuales. El Art. 131, dice: “Para hacer efectivos los derechos consagrados en esta Constitución, se establecen las garantías contenidas en este capítulo, las cuales serán reglamentadas por Ley” y puntualmente aparecen: La acción de inconstitucionalidad (art. 132), el Hábeas Corpus, en sus tres versiones: preventivo, reparador y genérico, la acción de amparo (art. 134) y el Hábeas Data (art. 135).

Probablemente el problema central para un efectiva vigencia de las garantías constitucionales esté justamente en la lectura unilateral que muchos operadores jurídicos realizan de las mismas, olvidando que el Estado Social de Derecho requiere una lectura integrada de todos los valores en conflicto. Así, debe asegurarse un escrupuloso respeto a los derechos y garantías individuales, pero al mismo tiempo debe buscarse la protección a la sociedad. En última instancia, la seguridad jurídica consagrada en el articulo 9, en la medida que se generalice se convierta en seguridad de todos los habitantes.
La jurisprudencia debe extremar recursos para impedir que las garantías procesales se conviertan en un lujo de quienes tienen dinero, en detrimento de los indigentes.   La interpretación que peligrosamente va cobrando fuerza apunta a que algunas medidas sustitutivas de prisión sean un beneficio para quienes pagan una buena defensa o tienen dinero para constituir arraigo. Esto es constitucionalmente inadmisible y la defensa pública debe trabajar para impedir que se consolide este pensamiento conservador y discriminatorio.

El Ministerio Público, “representante de la sociedad ante los órganos jurisdiccionales del Estado” y la defensa pública tiene una gran responsabilidad en que las garantías constitucionales del proceso alcance a todos los paraguayos, sin discriminaciones de carácter económico, político y social.

Un Estado social y democrático debe asegurar la protección efectiva de todos los miembros de la sociedad y ese debe ser el objetivo de la democracia paraguaya.

Autor:
Juan Marcelino González Garcete

dr.juanmarcelinogonzalez@hotmail.com
� HAURIOU, ANDRE. Derecho Constitucional e Instituciones Políticas. Ed. Ariel, 2º Edición. 1980, pág. 21


� Las principales resoluciones de este Congreso fueron: a) Una vez reunido se rechazaron las propuestas de Herrera y se acordó no enviar diputados al Congreso de las Provincias Unidas del Río de la Plata. b) Durante las deliberaciones los dos vocales que formaban parte de la Junta: el Dr. Francia y el Capitán Caballero renunciaron a sus cargos, quedando al frente de la Junta sólo el Capitán Fulgencio Yegros.  Ante esta situación, el Congreso procedió a recomponer el gobierno.
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